	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

Los ciudadanos JOSÉ EDUARDO GÓMEZ FERMÍN y  LUIS FELIPE LUCIANI XIQUES, representados por los abogados Iraida Agüero, María Karina García y Carlos Eduardo Aponte, demandaron por cobro de prestaciones sociales a la sociedad mercantil BANCO FEDERAL, C.A., representada por los abogados Janett Resende Campos, Zaida Margarita Torres Simancas, Sandra Álvarez de Escalona, Reinaldo Gadea Pérez y Freddy Álvarez Bernee, por ante el Juzgado Tercero de Juicio del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas, el cual declaró parcialmente con lugar las demandas que fueron acumuladas desde su inicio.

El Juzgado Superior Segundo del Trabajo del Circuito Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo por apelación de la parte demandada, dictó sentencia definitiva en fecha 17de mayo de 2004, declarando sin lugar y con costas la tacha propuesta por la demandada; con lugar la apelación de la demandada; nula la sentencia apelada; y parcialmente con lugar las demandas; contra cuyo fallo anunció y formalizó oportunamente, la parte demandada, recurso de casación. Hubo contestación por la parte actora.

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales, se realizó la audiencia oral en fecha 5 de octubre de 2004, en cuya oportunidad, a instancia del Presidente de la Sala, se abrió un proceso conciliatorio hasta el día 4 de noviembre de 2004, dirigido y coordinado por el Magistrado ponente, tuvo lugar la audiencia de publicación el día 16 de noviembre de 2004, pasando en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar su fallo definitivo, en los términos siguientes:

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

Bajo la inadecuada mención de los artículos 313, ordinal 1º, 509 y 12 del Código de Procedimiento Civil, y 108, ordinal 1º, 159 y 71 de la Ley Orgánica del Trabajo, se denuncia en definitiva la infracción del ordinal 5º del artículo 243 de dicho Código, por no tomar en cuenta el Sentenciador la confesión del libelo en cuanto a que el demandante Luis Felipe Luciani recibió a la terminación del contrato de trabajo la cantidad de trece millones doscientos mil bolívares (Bs. 13.200.000,00), sin pronunciarse o señalar si debe o no deducirse esa suma de la condenatoria.

La Sala observa:

Se aprecia un relevante defecto en la denuncia por no fundamentarla en las vigentes disposiciones de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo sino en el Código de Procedimiento Civil, además de un posible error material de referencia al mencionar la Ley Orgánica del Trabajo en lugar de aquélla, pues no hay congruencia entre las normas cuya numeración se indica y el hecho que se denuncia. Esto es, no se fundamenta la denuncia concretamente, como corresponde dado el defecto de actividad a que se refiere, en el ordinal 3º del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

No obstante, dado que se trata de un vicio que afecta la logicidad de la motivación en materia de orden público que afecta el resultado final del litigio, la Sala examina el punto y encuentra que efectivamente nada concluye ni establece la recurrida respecto a la manifestación del libelo citada por los formalizantes, en virtud de lo cual, considera procedente la denuncia y así lo declara.

Anulado el fallo por ese motivo de forma, se prescinde del examen de las restantes denuncias y se pasa a resolver sobre el fondo del asunto, conforme a lo dispuesto en el aparte segundo del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los términos siguientes:

Se observa en punto previo que la demandada solicitó la reposición de la causa alegando que con ocasión de la tacha que propuso respecto de dos testigos promovidos por la parte actora, el Tribunal de origen negó la evacuación de las declaraciones de otros dos testigos que promovió para demostrar la causal de inhabilitación de aquéllos, bajo el argumento de ser insuficientes las expresiones en que la fundamentaba. 

La Sala considera que tiene razón la parte demandada en cuanto a que no debió negarse la evacuación de los testigos que promovió a los efectos de la tacha citada; pero considera asimismo que no debe acordar una reposición por ese motivo, por que se trata de la tacha de unos testigos promovidos por la parte actora, cuyo testimonio a favor de la misma carece de toda relevancia en la decisión de la causa, según lo que se concluye en este fallo. Así se declara.

En cuanto al fondo de la controversia, se observa:

Los actores demandan el pago de prestaciones sociales en monto de treinta y siete millones noventa y seis mil seiscientos ochenta y tres bolívares (Bs. 37.096.683,00) y ciento tres millones novecientos treinta y ocho mil doscientos sesenta y cinco bolívares con veintiún céntimos                     (Bs. 103.938.265,21), respectivamente, por servicios como Administrador de Proyectos por tres años y fracción, el primero, y como Vicepresidente de Inmuebles prestados durante dos años y fracción, el segundo, bajo contratos en los que, alegan, se simulaba como profesional una relación en realidad laboral.

Presentan los demandantes 4 y 5 contratos, respectivamente, celebrados con el Banco demandado, de contenido similar, todos por tiempo determinado aunque continuados, conforme a los cuales debían realizar una serie de actividades que se especifican en ellos, relacionadas con el catastro, control y administración de inmuebles propiedad del Banco demandado y del “Grupo Federal”.

Se afirma en esos contratos que se trata de una actividad de tipo profesional “no laboral”, sin subordinación, con “expreso convenimiento” en no estar sometida a la legislación del trabajo; que la realizarán los demandantes-contratados con sus propios elementos, a su costo y riesgo, aunque con viáticos cubiertos por la contratante, según un calendario que se aprobará de mutuo acuerdo, para la cual se los “autoriza” a utilizar determinada oficina y se les provee como al personal ordinario de la empresa, de una tarjeta magnética de acceso a las oficinas.

Se estipula en ellos una remuneración global anual, pagadera en forma fraccionada, quincenal o mensualmente.

Alegan haber estado bajo subordinación de las autoridades del Banco, sometidos a horario fijo diario, y haber asistido efectivamente en forma ininterrumpida a la oficina que se les adjudicó, recibiendo una carta de terminación de contrato que consideran como despido de una relación por tiempo indeterminado, dada la continuidad de los contratos.

Por su parte, el Banco demandado convino en lo concerniente a tal contratación, su inicio, pagos y terminación, pero sostiene que la relación no fue de carácter laboral sino profesional, que no existió la subordinación necesaria para calificar la relación como de trabajo, que los actores no llegaron a realizar la mayor parte de las actividades indicadas en los contratos, que realizaban otras actividades personales en la oficina del Banco que se les facilitó, que no estaban obligados a horario fijo ni prestaron el servicio ininterrumpido que alegan, y que se les permitió la utilización de esa oficina y de la tarjeta magnética de acceso solo para facilitarles la actividad de asesoría profesional.

Luego, bajo esos términos que implican admisión de la prestación de servicios personales, funciona en contra de la demandada la presunción de relación laboral del artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, correspondiendo al juzgador determinar si puede considerársela destruida con vista de los elementos probatorios aportados por ella a los autos, u otros que consten en los mismos; a cuyo efecto, se examinan los siguientes:

Los contratos ya mencionados, promovidos y aceptados por ambas partes, en cuanto contemplan una serie de actividades a realizar por los contratados para la institución demandada, revelan una situación de prestación personal de servicios cuya naturaleza laboral no puede descartarse por el solo hecho de afirmarse en ellos que no lo es. Los recibos de los pagos quincenales y mensuales hechos a los demandantes con cargo a esos contratos, también promovidos y/o aceptados por ambas partes, indican todos que se trata de “honorarios profesionales”, mención que tampoco puede considerarse suficiente por sí sola para descartar la presunción de naturaleza laboral de la relación.

Consignó la demandada recaudos consistentes en copias expedidas por el respectivo Registro Mercantil, correspondientes a las compañías “Federcaza Import, C.A.” e “Inspecciones y Avalúos INTALCA, C.A.”, conforme a las cuales el actor Luis Felipe Luciani es Presidente de la primera y socio y Vicepresidente de la segunda, de los cuales no se desprende cuál sea la actividad efectiva que realizaba o realiza en las mismas y si ellas pudieran implicar una falta de subordinación respecto de la demandada, de modo que no contribuyen tampoco a descartar la relación laboral alegada. Consignó asimismo copia de recaudo correspondiente a la Asamblea de Accionistas de la empresa “Servicios Unidos Sul, C.A.”, en la cual el actor Luis Felipe Luciani vende sus acciones en la misma, lo cual tampoco arroja algún elemento relevante al respecto. 

A solicitud de la demandada se recibió el informe de la empresa “Promarketing Real State, C.A.”, en el sentido de haber realizado para el instituto demandado diversas actividades de avalúo de inmuebles, lo cual nada aporta sobre el desempeño efectivo de la actividad alegada por los demandantes y su eventual y negada naturaleza laboral. Se consignaron asimismo variedad de comunicaciones de esa misma empresa, ratificadas en juicio por su firmante, demostrativas de esas actividades realizadas para el Banco demandado y de pagos recibidos por ese concepto, las cuales tampoco aportan elementos que puedan excluir esa naturaleza.

Se recibieron igualmente informes de las empresas C.A.N.T.V., SERINCO, C.A. y MGH PROTECCIÓN INTEGRAL, C.A., también inocuos totalmente a los efectos indicados.

Promovió la demandada y se evacuó, la declaración de los testigos Enrique Urdaneta, Nancy Rojas, Enrique Sarmiento, Paula Key, Nelson Zerpa y Gladys Ramírez, cuyos testimonios, una vez desechado de plano el del primero por su declarada condición de yerno del Presidente del Banco demandado, se observa que solo refieren aspectos dispersos y circunstanciales de la actividad que prestaron los demandantes para la demandada, de modo que no son relevantes para considerar destruida la presunción de relación laboral.

En cuanto a los recaudos y testigos aportados por los demandantes, distintos a los ya mencionados, se trata de comunicaciones, memorandums y testimonios de cuatro testigos, todos de contenido también disperso y circunstancial, que aportan indicios sobre los servicios prestados por los demandantes a la demandada, pero sin relevancia determinante a los efectos de esclarecer la posible naturaleza no laboral de la relación que existió entre ellos.

Conforme a esas consideraciones, la Sala concluye que no ha sido desvirtuada la presunción de laboralidad de los servicios prestados por los demandantes a la demandada y pasa entonces a examinar y establecer, con vista de los hechos planteados y demostrados en autos, las características de las particulares relaciones de trabajo entre ellos, así como la procedencia o improcedencia de los conceptos y sumas reclamadas; a cuyo efecto, observa:

El actor Luis Felipe Luciani Xiques alegó haber sido contratado como Asesor de Inmuebles y consignó pruebas y alegatos conforme a los cuales se desempeñó como “Vicepresidente de Inmuebles” del Banco demandado, con la serie de funciones previstas en los contratos que suscribió al efecto, alto cargo ese cuya existencia como denominación formal fue discutida por no figurar en el esquema oficial del instituto, pero cuyo ejercicio resultó demostrado en los hechos por diversas comunicaciones en las que lo asumía y le era aceptado.

Vista la categoría del cargo, la remuneración del mismo superior a seis millones de bolívares (Bs. 6.000.000,00) mensuales, y las funciones encomendadas en los contratos, que incluían controlar y autorizar las operaciones realizadas con los inmuebles del Banco, controlar y ejecutar con empresas especializadas los procesos de ubicación, levantamiento topográfico y avalúo de inmuebles, coordinar con personal especializado de Consultoría Jurídica todas las acciones legales relacionadas con los inmuebles del Grupo Federal, determinar, mantener y contratar la vigilancia de resguardo de los inmuebles del Grupo Federal y comercializar y vender los inmuebles del grupo en forma directa o a través de empresas relacionadas, la Sala considera y establece que este demandante se desempeñó en la categoría de empleado de dirección prevista en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo, con los efectos que la misma conlleva. Así se declara.

Entre otros conceptos que este actor reclama, se incluyen unas utilidades y su incidencia en el salario integral, en el orden de 90 días según unas condiciones que alega regían en la demandada; pagos por vacaciones; indemnización por despido injustificado; y pago sustitutivo de preaviso; los que se consideran y declaran improcedentes, por los motivos siguientes:

En cuanto a lo primero, se observa que no aparece demostrado en autos, como se alega, que ese pago por utilidades fuera una condición de trabajo aplicable a todo el personal del instituto demandado. En el libelo se solicitó obtener el conocimiento de tales condiciones mediante experticia complementaria, pero ese es un elemento de hecho que debió ser objeto de prueba en el curso del procedimiento. En cuanto a los pagos por vacaciones, se observa que la remuneración prevista y pagada comprendía los doce meses del año, de modo que incluyó los períodos de vacaciones, salvo que el actor hubiere laborado en los mismos, lo cual no aparece demostrado. En lo que respecta a la indemnización por despido injustificado, resulta desechada por tratarse de un empleado de dirección, no sujeto a inamovilidad, como se estableció anteriormente. Y en cuanto a la indemnización sustitutiva del preaviso, se observa que en el planteamiento de la demanda el actor alegó haber sido despedido mediante comunicación en que se le daba, precisamente, un aviso de quince días hábiles bancarios para dar por terminada la contratación, comunicación acompañada original a los autos, de manera que se  cumplió con ese requisito.

Hechas esas determinaciones, los conceptos y sumas a pagar a éste demandante se establecen para un período de dos años y cuatro meses, en base a un sueldo mensual de seis millones seiscientos mil bolívares              (Bs. 6.600.000,00), un salario diario “normal” de doscientos veinte mil bolívares (Bs. 220.000,00) y un salario diario “integral” con el añadido de la incidencia de 15 días de utilidades legales y del bono vacacional respectivo, en la forma siguiente: Antigüedad del primer año, sesenta días con un salario integral de doscientos treinta y tres mil cuatrocientos cuarenta y cuatro bolívares con cuarenta y cuatro céntimos (Bs. 233.444,44), para un monto de catorce millones seis mil seiscientos sesenta y seis bolívares con sesenta y siete céntimos (Bs. 14.006.666,67); antigüedad del segundo año, sesenta días con un salario integral de doscientos treinta y cuatro mil cincuenta y cinco bolívares con cincuenta y cinco céntimos (Bs. 234.055,55), para un monto de catorce millones cuarenta y tres mil trescientos treinta y tres bolívares con treinta y tres céntimos (Bs. 14.043.333,33); dos días adicionales a ese último salario integral, cuatrocientos sesenta y ocho mil ciento once bolívares con once céntimos (Bs. 468.111,11); y veinte días correspondientes al último lapso de cuatro meses, a un salario integral de doscientos treinta y cuatro mil seiscientos sesenta y seis bolívares con sesenta y seis céntimos (Bs. 234.666,66), para un monto de cuatro millones seiscientos noventa y tres mil trescientos treinta y tres bolívares con treinta y tres céntimos (Bs. 4.693.333,33); con un total por antigüedad, treinta y tres millones doscientos once mil cuatrocientos cuarenta y cuatro bolívares con cuarenta y cuatro céntimos (Bs. 33.211.444,44). Utilidades de todo el tiempo de trabajo, treinta y cinco días a salario normal, siete millones setecientos mil bolívares (Bs. 7.700.000,00). Vacaciones fraccionadas por últimos cuatro meses, cinco días a salario normal, un millón cien mil bolívares (Bs. 1.100.000,00). Bono vacacional de siete días por el primer año, de ocho días por el segundo año y de tres días por la fracción final, a salario normal, tres millones novecientos sesenta mil bolívares                    (Bs. 3.960.000,00). Para un total general de cuarenta y cinco millones novecientos setenta y un mil cuatrocientos cuarenta y cuatro bolívares con cuarenta y cuatro céntimos (Bs. 45.971.444,44), del cual se deducirá la suma de trece millones doscientos mil bolívares (Bs. 13.200.000,00) que el actor recibió con ocasión de la finalización de sus labores, conforme expone en el libelo, resultando un saldo final a su favor de treinta y dos millones setecientos setenta y un mil cuatrocientos cuarenta y tres bolívares (Bs. 32.771.443,00). Así se declara.

El actor José Eduardo Gómez Fermín, conforme a lo antes expuesto, afirma haber prestado servicios durante tres años, cinco meses y fracción, como asesor en inmuebles, bajo la supervisión de Vicepresidentes del Banco demandado, entre ellos el co-demandante Luciani Xiques, mediante los contratos ya anteriormente mencionados, con actividades relacionadas con el catastro de los inmuebles del mismo, la información y documentación correspondientes, avalúos y supervisión de proyectos de construcción, con un sueldo mensual de un millón seiscientos mil bolívares (Bs. 1.600.000,00), siendo despedido mediante comunicación en que se le otorgaba un lapso de quince días hábiles bancarios para dar por terminada su contratación, respecto de la cual, como fue declarado, se determinó que no fue desvirtuada la presunción de laboralidad.

Entre los conceptos reclamados por este demandante se encuentra el pago, e incidencia correspondiente, de 90 días por utilidades anuales, según condición que se alega regía para todo el personal de la entidad demandada, y pagos por vacaciones, los que se consideran y declaran improcedentes por las mismas razones expuestas respecto del citado co-demandante.

Hecha esa determinación, los conceptos y sumas a pagar a este demandante se establecen para un tiempo de tres años y cinco meses, en base a un sueldo mensual de un millón seiscientos mil bolívares (Bs. 1.600.000,00), un salario diario “normal” de cincuenta y tres mil trescientos treinta y tres bolívares con treinta y tres céntimos (Bs. 53.333,33) y un salario diario “integral” con el añadido de la incidencia por utilidades legales y bono vacacional, en la forma siguiente: Antigüedad por el primer año a un salario integral de cincuenta y seis mil quinientos noventa y dos bolívares con cincuenta y nueve céntimos (Bs. 56.592,59): tres millones trescientos noventa y cinco mil quinientos cincuenta y cinco bolívares con cincuenta y seis céntimos (Bs. 3.395.555,56); antigüedad por el segundo año con dos días adicionales a un salario integral con cuatro días adicionales de cincuenta y seis mil setecientos treinta nueve bolívares con siete céntimos (Bs. 56.739,07): tres millones quinientos diecisiete mil novecientos veinticinco bolívares con noventa y tres céntimos (Bs. 3.517.925,93); antigüedad por el tercer año con un salario integral de cincuenta y seis mil ochocientos ochenta y ocho bolívares con ochenta y siete céntimos (Bs. 56.888,87): tres millones seiscientos cuarenta mil ochocientos ochenta y ocho bolívares con ochenta y nueve céntimos      (Bs. 3.640.888,89); antigüedad para la fracción de cinco meses, a un salario integral de cincuenta y tres mil trescientos treinta y tres bolívares con treinta y tres céntimos (Bs. 53.333,33): un millón cuatrocientos veinticinco mil novecientos veinticinco bolívares con noventa y tres céntimos                      (Bs. 1.425.925,93); para un total por antigüedad de once millones novecientos ochenta mil doscientos noventa y seis bolívares con treinta céntimos             (Bs. 11.980.296,30). Utilidades a salario normal por los tres años más fracción, dos millones setecientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres bolívares con treinta y tres céntimos (Bs. 2.733.333,33); vacaciones fraccionadas por últimos cinco meses, 6,25 días a salario normal, trescientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres bolívares con treinta y tres céntimos (Bs. 333.333,33), bono vacacional a salario normal por 29,16 días: un millón quinientos un mil ochocientos sesenta y seis bolívares con sesenta y siete céntimos                  (Bs. 1.501.866,67). Indemnización de sesenta días a salario normal por el preaviso del artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo: tres millones doscientos mil bolívares (Bs. 3.200.000,00). Indemnización de 90 días por despido injustificado según el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, a salario normal: cuatro millones setecientos noventa y nueve mil novecientos noventa y nueve bolívares con setenta céntimos (Bs. 4.799.999,70). En total para este actor: veinticuatro millones ciento cuarenta y nueve mil ochenta y nueve bolívares con diecisiete céntimos (Bs. 24.149.089,17). Demandaron asimismo ambos actores el pago de intereses moratorios y la corrección monetaria, conceptos que igualmente se acuerdan, conforme a la reiterada doctrina de la Sala al respecto. Así se declara.

DECISIÓN

Por las razones expuestas, esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la ley, declara CON LUGAR el recurso de casación; y, PARCIALMENTE CON LUGAR las presentes demandas y condena en consecuencia a la demandada a pagar a los actores, respectivamente, las cantidades y conceptos especificados anteriormente. Se ordena una experticia complementaria a realizar por un perito designado por acuerdo  de las partes o en su defecto por el Tribunal, quien determinará el monto de los intereses moratorios causados desde las fechas de vencimiento de las obligaciones respectivas y hasta la ejecución del fallo, sin capitalización de los mismos y según las tasa fijadas conforme al literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo; y determinará asimismo la corrección monetaria de las cantidades acordadas, calculada desde la fecha de admisión de la demanda hasta la de ejecución de fallo, con base a los Índices de Precios al Consumidor para el Área Metropolitana de Caracas, emitidos por el Banco Central de Venezuela.

No hay condenatoria en costas por la naturaleza del fallo.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinadora Judicial del Régimen Procesal Transitorio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a los fines de que lo envíen al Juzgado correspondiente, para su ejecución. Particípese esta remisión al Tribunal Superior de origen, en conformidad con lo previsto en el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala  de  Despacho  de  la  Sala de   Casación   Social   del   Tribunal   Supremo   de   Justicia,   en Caracas, a los  veintidós  (22) días del mes de noviembre de dos mil cuatro. Años: 194° de la Independencia y 145° de la Federación.
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